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VS 

JEFE DEL DEPARTAMENTO DE SUPERVISIÓN 

Y PERMISOS DE LA SECRETARÍA DEL 

AYUNTAMIENTO DE MEXICALI, BAJA 

CALIFORNIA Y OTRA AUTORIDAD. 

EXPEDIENTE: 49/2023 JP  

SENTENCIA DEFINITIVA  

 

Mexicali, Baja California, trece de septiembre del dos mil veintitrés. 

RESOLUCIÓN DEFINITIVA que declara la nulidad de la resolución de 

multa de fecha nueve de enero de dos mil veintitrés, emitida por el Jefe del 

Departamento de Supervisión y Permisos de la Secretaría del Ayuntamiento 

de Mexicali, Baja California, al resultar fundado uno de los motivos de 

inconformidad hecho valer por la parte actora.  

GLOSARIO 

-Secretario: Secretario del Ayuntamiento de Mexicali, Baja California. 

-Jefe del Departamento de Supervisión: Jefe del Departamento de 

Supervisión y Permisos de la Secretaría del Ayuntamiento de Mexicali, Baja 

California. 

-Tribunal: Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California. 

-Juzgado: Juzgado Primero, del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California. 

-Ley: Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California. 

-Resolución de Multa: Resolución de multa de fecha nueve de enero 

de dos mil veintitrés, emitido por el Jefe del Departamento de Supervisión. 

TRÁMITE DEL JUICIO. 

I. Presentación. El tres de febrero de dos mil veintitrés la parte actora 

presentó la demanda de nulidad. 

II. Admisión. El juicio se admitió a trámite en acuerdo veinticuatro de 

febrero de dos mil veintitrés. 

III. Resolución impugnada. En el presente juicio se tiene como acto 

impugnado: 



 

➢ Resolución de multa de fecha nueve de enero de dos mil veintitrés, emitido por el 

Jefe del Departamento de Supervisión. 

IV. Contestación de demanda. El Secretario compareció a contestar su 

demanda en términos del escrito visible en autos de la foja 040 a la 047, y el 

Jefe del Departamento de Supervisión, en términos del escrito visibles en 

autos de la foja 049 a la 070. 

V. Cierre de instrucción. El veinticinco de mayo de dos mil veintitrés, 

quedó cerrada la instrucción en términos de lo dispuesto por el artículo 76 

de la Ley. 

1. COMPETENCIA 

Este Juzgado es competente para conocer del presente juicio por 

razón de la materia, al impugnarse una resolución de carácter 

administrativo, emitida por una autoridad municipal; de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 26, fracción I de la Ley. 

Así también, este Juzgado es competente para conocer del presente 

juicio conforme a lo previsto en el párrafo último del artículo 26 de la Ley, ya 

que el domicilio particular que señaló la parte actora se encuentra dentro 

de su circunscripción territorial. 

2. OPORTUNIDAD 

El artículo 62 de la Ley establece que la demanda debe presentarse 

dentro de los quince días siguientes, a aquel en que haya surtido efectos la 

notificación del acto impugnado conforme a la ley del acto, o al día en que 

se haya tenido conocimiento del mismo. 

Del análisis de la demanda y anexos, se advierte que el dieciocho de 

enero de dos mil veintitrés, le fue notificada la resolución administrativa a la 

parte actora, la cual surtió efectos el mismo día, esto es, el dieciocho de 

enero de dos mil veintitrés.  

Por lo anterior, el plazo de quince días siguientes para presentar la 

demanda inició el diecinueve de enero de dos mil veintitrés y finalizó el 

nueve de febrero de dos mil veintitrés. 

En este contexto, dado que la demanda fue presentada el tres de 

febrero de dos mil veintitrés, resulta inconcuso que su presentación fue 

oportuna. 



 

3. CAUSAL DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO. 

Infundada la causal de improcedencia prevista en la fracción XI del 

artículo 54 de la Ley hecha valer por el Secretario. 

El Secretario afirmó que en el presente juicio surge la hipótesis de 

improcedencia prevista en la fracción XI del numeral 54 de la Ley en relación 

con el articulo 42 fracción II, inciso a) de la Ley, toda vez, que no participó 

en la emisión del acto que se impugna. 

Los argumentos que sustenta la causal de improcedencia hecha valer 

se desestiman por razón de lo siguiente: 

Es de señalarse que el que el artículo 42, fracción III, de la Ley, dispone 

que será parte del juicio el Titular de la Dependencia o Entidad 

Administrativa Pública Estatal o Municipal, de la que dependa la autoridad 

demandada. 

Como podemos observar del artículo ante descrito la Ley señala que 

es parte en el juicio el Titular de la Dependencia o Entidad Administrativa 

Pública Estatal o Municipal, de la que dependa la autoridad que emitió el 

acto. 

Debemos de analizar que su intervención obedece a la relación 

jerárquica con la que está estructurada la administración pública municipal, 

como se advierte del artículo 40 BIS del Reglamento de la Administración 

Pública del Municipio de Mexicali, Baja California1, razón por la cual debe 

tener conocimiento del acto que emitió su subordinado, que precisamente 

es materia de impugnación, constituyendo ello uno de los medios de control 

y vigilancia en el desempeño de los servidores públicos de nivel inferior. 

De esta manera se determina que, al emplazarse en la controversia a 

al Secretario quien es el Titular de la Dependencia o Entidad Administrativa 

Pública Estatal o Municipal, de la que dependa la autoridad que emitió el 

acto, la procedencia del juicio de justicia administrativa no resulta contraria 

a su naturaleza; y es por ello se no podría actualizarse alguna causal de 

improcedencia para no tenerlo como parte en el juicio. 

 
1 “ARTÍCULO 40 BIS.- La Secretaría del Ayuntamiento para el cumplimiento de sus atribuciones contará con 

una coordinación administrativa; asimismo tendrá bajo su cargo;  

III.- La Subdirección de Operación y Seguimiento, que contará con los siguientes Departamentos:  

a).- Supervisión y Permisos; 



 

3.1 Finalización del análisis de las causales de improcedencia. 

Al no hacerse valer otras causales de improcedencia por las partes, ni 

este Juzgado advertir actualización alguna de las previstas en la Ley, se 

procede al estudio de fondo del asunto. 

4. ESTUDIO DE LA CONTROVERSIA. 

4.1 Planteamiento del Problema. 

Que el Jefe del Departamento de Supervisión emitió la resolución de 

multa, con el que multó a la parte actora por operar su establecimiento 

fuera del horario autorizado. 

En contra de la resolución de multa, la parte actora esbozo seis 

motivos de inconformidad. 

Ahora bien, este Juzgado considera analizar el primer motivo de 

inconformidad en los siguientes términos: 

4.2 El primer motivo de inconformidad es fundado. 

La parte actora argumentó que la resolución de multa, es fruto de 

actos viciados, toda vez, que desde la orden de visita se advierte que es un 

formulario o machote, y fue el propio notificador o ejecutor quien llenó los 

espacios, siendo evidente la diferencia de letras, y fue él quien decidió a 

quien visitar y no la autoridad competente para librar la orden de visita. 

Como se argumentó anteriormente, el motivo de inconformidad en 

comento es fundado, por lo siguiente: 

De la foja 014 a la 016 de autos del presente juicio, obra agregada 

original de la orden de visita domiciliaria de fecha veintisiete de diciembre 

de dos mil veintidós, suscrito por el Jefe del Departamento de Supervisión; 

misma que se reproduce a continuación: 
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De la reproducida orden de visita domiciliaria se advierte que fue 

elaborado en los documentos de los llamados “machotes”, ya que se 

observan los espacios a llenar, a saber: 

1. Mexicali, Baja California, a___de ____ de ____. 

2. Nombre del permisionario:________________. 

3. Nombre del establecimiento:_______________. 

4. Domicilio:______________________________. 

5. Giro:__________________________________. 

6. Permiso:_______________________________. 

7. Establecimiento denominado:______________. 

8. Inspector:_______________________________. 

9. Número de empleado:____________________. 

10.Día__de_______de______________________. 

Los cuales se encuentran escritos con letra hecha a mano, difiriendo del 

resto del contenido del documento, el que se lee escrito con una máquina. 

De lo anterior queda claro que en la citada orden de visita domiciliaria 

están plasmadas dos tipos de letra notoriamente distintos, en tanto una se 

refiere a los elementos genéricos y otros a los específicos [mencionados 

líneas supra]. 

Ahora bien, el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, establece que nadie puede ser molestado en su persona, 

familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 

escrito de la autoridad competente que funde y motive la causa legal del 

procedimiento.  

Por lo tanto, para que la orden de visita domiciliaria reuniera los 

requisitos que establece el artículo referido, debe constar por escrito, ser 

firmada y emitida por autoridad competente, precisar el nombre del 

permisionario, nombre de su establecimiento, su giro comercial, número de 

permiso, el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, o, en su 

caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como 

las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia 

de que se trate, señalando el nombre del inspector y en su caso el número 

de empleado. 

No existe una razón lógica para admitir que en la orden de visita 

domiciliaria los datos estén en tipos de letra notoriamente distintos, pues 

resulta obvio que, el Jefe del Departamento de Supervisión, debe cumplir 

con todos los requisitos mencionados en el párrafo que antecede, utilizando 

perfectamente el mismo tipo de letra, a efecto de generar seguridad jurídica 



 

en cuanto a que él fue quien ordenó la visita en cuestión en los términos en 

que le fue notificado la orden. 

Lo anterior, propicia en el caso de estudio que se dé una situación 

ambigua, ya que genera la incertidumbre de si una autoridad sin 

competencia como puede ser el caso los Inspectores de la Secretaría, se 

aprovecharon de dicha orden de tipo genérico con una letra específica, 

para añadir los datos relativos a un caso concreto de un administrado, con 

lo que serían ellos y no el Jefe del Departamento de Supervisión, quien 

realizaría el acto de molestia, violando el artículo 16 de la Constitución. 

Cabe apuntar que, los artículos 12, fracción VI, y 13 del Reglamento 

para la Venta, Almacenaje y Consumo Público de Bebidas Alcohólicas para 

el Municipio de Mexicali, Baja California, señalan lo siguiente: 

 “Artículo 12.-Son atribuciones del Titular del Departamento:  

[…] 

VI.-Ordenar la práctica de visitas domiciliarias para cerciorarse que en los 

establecimientos se cumpla con las disposiciones de la Ley y el presente Reglamento, 

y autorizar a los Inspectores que deban ejecutarlas;” 

Artículo 13.-Son atribuciones de los Inspectores: 

I.-Ejecutar las órdenes de inspección y levantar las actas en las que consten los 

hechos observados; 

II.-Ejecutar las órdenes de visita domiciliaria a los establecimientos; 

III.-Levantar actas circunstanciadas de las visitas domiciliarias que lleven a cabo; 

IV.-Aplicar las medidas de seguridad previstas en el presente Reglamento; 

V.-Notificar y ejecutar los acuerdos de suspensión de la actividad autorizada, 

clausura y revocación de permisos; 

VI.-Entregar un reporte diario de actividades al Titular del Departamento, en el 

formato que éste determiné; y,  

VII.-Las demás que le confiera este Reglamento y las demás disposiciones 

aplicables.” 

De los artículos antes transcritos, se advierte claramente que el Jefe del 

Departamento de Supervisión, es el facultado para ordenar la práctica de 

visitas domiciliarias, autorizando a los Inspectores de la Secretaría que deban 

ejecutarlas. 

Asimismo, se observa que dichos inspectores sólo tienen facultades para 



 

ejecutar dicha orden de visita domiciliaria, levantando actas 

circunstanciadas de las visitas domiciliarias que lleven a cabo; así como 

aplicar las medidas de seguridad previstas en el presente Reglamento; 

notificando y ejecutando los acuerdos de suspensión de la actividad 

autorizada, clausura y revocación de permisos, entregándole un reporte 

diario de actividades al Jefe del Departamento de Supervisión.  

Lo que se concluye que los Inspectores de la Secretaría, no tienen 

facultades para emitir órdenes de visita domiciliaria, mucho menos autorizar 

a los Inspectores que deban ejecutarlas, sino todo lo contrario ejecutar dicha 

orden de visita domiciliaria. 

Por tanto, al utilizarse en la orden de visita domiciliaria dos tipos de letra 

notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y 

otro a los datos específicos relacionados con el particular, revela que no se 

cumple con los requisitos mencionados líneas supra y sí, por el contrario, 

debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad 

y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16 en cuanto a 

los requisitos que debe contener aquélla. 

Así también resulta aplicable a la presente controversia, por analogía, 

la tesis de jurisprudencia de subsecuente inserción:  

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA 

USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS 

RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE 

LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar 

el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece 

el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación 

con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar 

por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares 

que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, 

proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas 

que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por 

tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado 

tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos 

y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple 

los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se 

transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el 

mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo 

anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente 



 

dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben 

estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de 

computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el 

gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe 

exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se 

emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a 

los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, 

no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero 

incompetente para emitirla. 

Contradicción de tesis 45/2001-SS. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer 

Tribunales Colegiados del Quinto Circuito. 12 de septiembre de 2001. Unanimidad de 

cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela 

Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Tesis de jurisprudencia 44/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 

en sesión privada del veintiuno de septiembre de dos mil uno. 

Época: Novena Época. Registro: 188560. Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, 

Octubre de 2001.Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 2a./J. 44/2001. 

Página: 369.” 

Asimismo, de la foja 017 a la 019 de autos del presente juicio, obra 

agregada copia al carbón del acta circunstanciada de visita domiciliaria de 

fecha veintisiete de diciembre de dos mil veintidós, suscrito por el Inspector 

de la Secretaría del Ayuntamiento de Mexicali, Baja California; mismo que se 

reproduce a continuación: 
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De la reproducida acta circunstanciada de visita domiciliaria, 

corrobora se corrobora lo argumentado líneas anteriores en el sentido que 

los inspectores de la Secretaría, se pueden aprovechar de la orden de visita 

domiciliaria, para añadir los datos relativos a un caso concreto de un 

administrado. 

Lo anterior, en virtud de que tanto en el acta circunstanciada de visita 

domiciliaria, como en la orden de visita domiciliaria, en los espacios a llenar, 

es claro que las escrituras son notoriamente iguales ya que presentan rasgos 

grafológicos iguales, lo cual hace evidente la presunción de que la 

información asentada en ambos documentos fue asentada por el Inspector 

de la Secretaría, aun cuando contenga la firma de la autoridad emisora, 

Jefe del Departamento de Supervisión, ya que de la simple lectura de los 

espacios llenados se advierte, que es el mismo tipo de letra manuscrita 

empleada en la elaboración de ambos documentos.  

Por lo tanto, es válido presumir que la misma persona que levantó el 

acta circunstanciada de visita domiciliaria, fue quien de su puño y letra llenó 

los espacios en blanco de la orden de visita domiciliaria. 

*2 

*2 

*2 

*2 

*2 

*2 

*2 



 

Por todo lo antes expuesto, se declara la nulidad de la resolución de 

multa, toda vez que surge la causal de nulidad contenida en el artículo 108, 

fracción IV, de la Ley, dado que dicha resolución tiene sustento en una orden 

de visita domiciliaria, en la que se violentó el principio de seguridad jurídica, 

al no permitirse la debida constatación de que se hubiere cumplido lo 

dispuesto en el numeral 12, fracción VI, del Reglamento para la Venta, 

Almacenaje y Consumo Público de Bebidas Alcohólicas para el Municipio de 

Mexicali, Baja California; de subsecuente inserción: 

“Artículo 12.-Son atribuciones del Titular del Departamento:  

[…] 

VI.-Ordenar la práctica de visitas domiciliarias para cerciorarse que en los 

establecimientos se cumpla con las disposiciones de la Ley y el presente Reglamento, 

y autorizar a los Inspectores que deban ejecutarlas;” 

5. OCIOSO PRONUNCIARSE SOBRE LOS RESTANTES MOTIVOS DE 

INCONFORMIDAD. 

Al resultar fundado, operante y suficiente el primer motivo de 

inconformidad, resulta ocioso pronunciarse sobre los restantes hechos valer 

por la parte actora, ya que independientemente de su resultado no podría 

desvirtuarse la nulidad decretada; sin que ello implique transgredir el 

principio de exhaustividad que rige en la sentencia, en relación con lo 

previsto en el numeral 107 de la Ley. 

RESUELVE. 

PRIMERO. Se declara la nulidad de la resolución de multa. 

SEGUNDO. Se condena al Jefe del Departamento de Supervisión a que 

emita una resolución en que deje sin efectos la resolución de multa, con 

todas sus consecuencias legales. 

Notifíquese, por boletín jurisdiccional a las partes.  

Así lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Primer Secretario de 

Acuerdos del Juzgado Primero del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa 

de Baja California en funciones de Juez Titular por Ministerio de Ley en 

términos del artículo 12 de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, según designación hecha mediante 

Acuerdo de Pleno de ocho de junio de dos mil veintitrés; y firma ante la 



 

presencia del Secretario de Acuerdos Héctor Hernández Estrada, que 

autoriza y da fe. 
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ELIMINADO: Nombre del actor en foja 1 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, 

fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 

171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para 

el Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que 

el presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una 

persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO: Datos de la orden de visita domiciliaria en foja 5, 9 y 10 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, 

fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 

171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para 

el Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que 

el presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una 

persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  



 

LA SUSCRITA, MARIELA ONTIVEROS RAMÍREZ, SECRETARIA DE ACUERDOS DEL JUZGADO 

PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE 

CONSTAR: --------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA DE LA 

SENTENCIA DEFINITIVA DE FECHA TRECE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES, RELATIVA AL 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 49/2023 JP EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE 

SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O CONFIDENCIALES, CUBRIENDO 

EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE 

VA EN 11 (ONCE) FOJAS ÚTILES.--------------------------------------------------------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL REGLAMENTO 

INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA Y 

ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y 

DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES 

PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A 

QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA CALIFORNIA, A VEINTITRES DE 

NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES, DOY FE.------------------------------------------------------- 

 


